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se establece cómo se han de calcular las bonificaciones si se ha presentado declaración de renta, 
pero omite toda referencia expresa a sobre cómo calcular las mismas si los posibles beneficiarios 
de las ayudas no tienen la obligación de presentarla, dándose la circunstancia de que son estas, 
precisamente, las que disponen de menos ingresos y se encuentran en una situación de mayor 
vulnerabilidad.

Todo parece indicar, por tanto, que la Agencia Pública de Educación está aplicando a estos supuestos 
una fórmula de cálculo que pudiera estar suponiendo la vulneración del principio de igualdad en 
un doble sentido; uno, porque, ante igualdad de ingresos, perjudica a aquellas familias que por no 
estar obligadas a ello no presentan declaración de renta frente a aquellas que voluntariamente sí 
lo hacen; y dos, porque familias con mayores ingresos que están obligadas a presentar declaración, 
reciben un trato más favorable al computársele los ingresos menos los gastos deducibles, de modo 
que, finalmente, les puede corresponder bonificaciones en mayor porcentaje que a quien no tiene la 
obligación de presentar declaración.

Preocupándonos, pues, esta cuestión, en el momento de la elaboración del presente informe nos 
encontramos a la espera de que por la mencionada Agencia se nos informe al respecto. Una vez que 
recibamos la debida respuesta, valoraremos si resulta necesario sugerir o recomendar un cambio de 
criterio o modificación de las Instrucciones señaladas.

b) Escolarización del alumnado

El procedimiento de escolarización ha estado presidido por la entrada en vigor de una nueva 
normativa: el Decreto 21/2020, de 17 de febrero, por el que se regulan los criterios y el procedimiento 
de admisión del alumnado en los centros docentes públicos y privados concertados para cursar 
las enseñanzas de segundo ciclo de educación infantil, educación primaria, educación especial, 
educación secundaria obligatoria y bachillerato; y la Orden de 20 de febrero de 2020, por la que se 
desarrolla el procedimiento de admisión establecido en el mencionado Decreto.

Muchas fueron las críticas a este Decreto por parte de diferentes sectores de la comunidad educativa, 
considerando que su aprobación se había llevado a cabo sin la participación de todos los agentes 
implicados, rompiendo la armonía y el consenso existente en los últimos años respecto a un asunto 
de suma trascendencia para las familias como es la escolarización de sus hijos.

Pero el principal rechazo a esta nueva regulación vino de la mano de entidades, organizaciones 
y asociaciones de padres defensores de la enseñanza pública por considerar que la nueva 
regulación prima la educación concertada frente a la pública con fundamento en el derecho de las 
familias a la libre elección de centro.

A pesar de estas voces discrepantes, lo cierto es que no son numerosas las variaciones introducidas 
en la nueva norma respecto de la anterior, si bien algunas de ellas con importante calado aunque, 
a nuestro juicio y por las razones que seguidamente se señalan, de escasa trascendencia práctica. 
También el Decreto ha introducido algunas materias y cuestiones reclamadas por la Defensoría para 
hacer más justo y equitativo el proceso de escolarización del alumnado.

Estos fueron los aspectos más novedosos que ha incorporado el Decreto 21/2020 a los procesos 
de escolarización:

- Se amplían las zonas de influencia para que en todas ellas esté presente, al menos, un centro 
privado concertado (artículo 9.4). En tal caso, las familias obtendrán la máxima puntuación por 
domicilio familiar o por lugar de trabajo (14 y 10 puntos respectivamente). Pretende con ello la norma 
que todas las familias puedan elegir el tipo de centro que desean para sus hijos. Con esta medida 
aquellas familias deberían tener la posibilidad de acceder al menos a un centro concertado, aunque 
el domicilio familiar y laboral se encuentren muy alejados del centro educativo.

Sin embargo, las consecuencias que conlleva esta medida en la práctica son escasas. En efecto, la 
posibilidad de que se pueda acceder a estos centros es limitada debido a la amplia demanda que 
suelen tener los mismos. A lo que hay que añadir las dificultades de las familias para trasladar a sus 
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hijos a kilómetros de estos recursos teniendo en cuenta, además, que los centros concertados no 
reciben ayudas para los servicios complementarios de comedor escolar, aula matinal o transporte 
escolar. 

- Se ha incluido a los centros concertados en la adscripción de centros docentes públicos (artículo 
6.3). Antes de la entrada en vigor del nuevo Decreto, cuando un alumno o alumna debía cambiar de 
centro porque en el que estaba escolarizado no existía un nivel educativo superior, el centro adscrito 
siempre era público, de este modo, de los colegios de educación primaria se pasaba a los institutos 
de educación secundaria adscritos. Con la entrada en vigor de la nueva norma los centros adscritos 
podrán ser centros concertados. 

En nuestro criterio, y dependiendo de cómo se realicen las adscripciones, esta medida podría 
suponer la disminución de alumnado en centros públicos y, por consiguiente, un aumento del 
alumnado de los centros docentes concertados. No obstante, hay que tener en cuenta que los 
centros concertados imparten generalmente las enseñanzas de Primaria y Secundaria, y teniendo 
preferencia de permanencia el alumnado que ya estaba escolarizado en el centro, pocas plazas 
disponibles quedarán para el alumnado procedente de los centros adscritos, a no ser que se amplíen 
las líneas del concierto educativo en secundaria.

- Se valora en el procedimiento la previa matriculación del alumno o alumna en el primer ciclo de la 
educación infantil en un centro autorizado para ello (artículo 27). Hemos de recordar que la mayoría 
de los centros privados no tienen concertado el primer ciclo de la educación infantil (0-3 años), por lo 
que su coste debe ser sufragado por las familias, sin perjuicio de las ayudas públicas correspondientes. 
Eso significa, además, que cuando estos alumnos y alumnas pasan al segundo de ciclo de infantil (de 
3 a 6 años) deben concurrir al procedimiento de escolarización en iguales condiciones que el resto. 
Con la anterior normativa no se reconocía ningún beneficio al hecho de que el niño ya estuviera en 
el colegio; en cambio, con el actual Decreto de escolarización, se otorga un punto.

- Se otorga prioridad en el acceso al centro solicitado cuando alguno de sus progenitores tengan su 
puesto de trabajo en el centro docente al que se pretenda acceder (artículo 20.2). Este criterio, que 
en la anterior regulación operaba como criterio de admisión puntuable, pasa a ser un criterio de 
prioridad, por lo que junto con el resto de situación contempladas como prioritarias, estos alumnos 
y alumnas son escolarizados con anterioridad al resto del alumnado solicitante.

- Se ha establecido un nuevo valor a los criterios de admisión, aunque sigue primando por encima de 
cualquier otro la existencia de hermanos o hermanas ya matriculados en el centro docente (artículo 
10), de manera que si antes este criterio de admisión se puntuaba con 16 puntos, ahora son 20 los 
atribuidos por estas circunstancias. También se han configurado determinados tramos en la puntuación 
respecto a algunos criterios como son la renta anual de las familias; el grado de discapacidad del 
alumno o su familia; y las familias numerosas o monoparentales. Estas modificaciones, en principio, 
podrían considerarse más equitativas al otorgarse mayor o menor puntuación dentro de cada grupo 
en atención a las circunstancias de mayor a menor gravedad concurrente en cada caso.

- Reagrupación de hermanos y hermanas en el mismo centro docente (artículo 51.5). Como se ha 
recogido en informes anteriores, este asunto es uno de los que más preocupa a las familias por las 
distorsiones que lógicamente causa el que sus hijos e hijas estén escolarizados en distintos centros. 
El nuevo Decreto abre una vía para permitir dicha agrupación, si bien, con escasa trascendencia.

En efecto, no se trata de un trámite diferente o desligado del procedimiento ordinario de admisión 
-como algunas familias han interpretado-, sino que en el desarrollo de dicho procedimiento, y 
siempre que se produzcan determinadas circunstancias, la Administración educativa puede autorizar 
la matriculación de los hermanos y hermanas en el mismo centro (artículo 51.5). 

De este modo, en las Instrucciones de 29 de febrero de 2020, de la Viceconsejería de Educación y 
Deporte, sobre los procedimientos de admisión y matriculación del alumnado en los centros docentes 
sostenidos con fondos públicos para el curso escolar 2020-2021, se viene a aclarar el contenido de 
dicho artículo (Instrucción quinta): «en el procedimiento ordinario de admisión se podrá modificar la 
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relación de alumnos y alumnas por unidad con el fin de favorecer la escolarización un mismo centro 
docente de los hermanos y hermanas, por lo que las Delegaciones Territoriales competentes en materia 
de educación o, en su caso, las comisiones territoriales de garantías de admisión, podrán autorizar 
la matriculación de hermanos y hermanas en un mismo centro, en las condiciones establecidas en el 
artículo 51.5 del Decreto 201/2020, de 17 de febrero, previa ponderación de las circunstancias que 
concurran en cada caso, siempre que no se conculquen derechos de terceras personas participantes 
en el procedimiento de admisión y respetando las ratios máximas establecidas para cada enseñanza 
en los apartados 1 y 2 del articulo 5 del Decreto 201/2020, de 17 de febrero.»

Por lo tanto, el hecho de que la Administración pueda autorizar la matriculación de un alumno o 
alumna en el mismo centro docente que sus hermanos o hermanas cuando en el correspondiente 
procedimiento no ha sido posible por inexistencia de plaza vacante, no depende de que la familia lo 
solicite expresamente, sino que se hace depender de que las circunstancias que concurren permitan 
hacerlo. 

La no obligatoriedad de solicitar expresamente, mediante formulario o escrito, la reagrupación de 
los hermanos y hermanas en el mismo centro, se deriva de que la presentación de la solicitud de 
admisión, por sí misma, supone el deseo tácito de que todos ellos estén juntos.

Esta última afirmación, aunque pudiera parecer una obviedad, no lo es, de manera que algunas de 
las familias han demandado la colaboración de la Institución porque habiendo solicitado de forma 
expresa la reagrupación de sus hijos o hijas en el mismo centro al no haber sido admitidos, sin 
embargo, se denegaba esta pretensión y, en cambio, se accedía a la reagrupación de otros casos en 
los que las familias no formularon expresamente dicha petición. En estos supuestos comprobamos 
que las familias a las que se accedió a la solicitud de reagrupación, a pesar de no haberlo solicitado 
expresamente, habían obtenido una mayor puntuación en el proceso de baremación y el acceso a 
la plaza escolar no suponía sobrepasar la ratio máxima por unidad (queja 20/4497 y queja 20/7882).

- Se posibilita la presentación telemática de las solicitudes de escolarización (artículo 45). Con el 
derogado Decreto de escolarización la solicitud de plaza escolar había que presentarla única y 
exclusivamente de manera presencial en el centro docente en el que el alumno o alumna pretendía ser 
admitido prioritariamente, sin perjuicio de lo establecido en la Ley de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. Sin embargo, a partir de la nueva regulación, las solicitudes 
se podrán cursar de forma electrónica a través del acceso al portal de atención a la ciudadanía www.
juntadeandalucia.es o mediante el acceso a las direcciones oficiales de Internet de la Administración 
de la Junta de Andalucía o de la Consejería competente en materia de educación.

La nueva forma de presentación de las solicitudes, que se configuraba como una posibilidad, ha 
resultado ser una herramienta necesaria en el proceso de escolarización y matriculación para el 
curso 2020-2021 debido a la situación provocada por la pandemia.

Ciertamente, el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para 
la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, estableció la interrupción de 
los plazos para la tramitación de los procedimientos de las entidades del sector público. Asimismo 
disponía que el cómputo de los plazos se reanudaría en el momento en que perdiera vigencia dicho 
Real Decreto o, en su caso, las prórrogas del mismo. Esto significaba que, una vez que se estableciera 
la finalización del estado de alarma, se volverían a reanudar todos los plazos administrativos.

En concreto, el plazo de entrega de solicitudes de admisión para dicho procedimiento de escolarización 
se interrumpió el día 14 de marzo, quedando todavía doce días hábiles para su finalización, por lo 
que, una vez que culminara el estado de alarma, se podría entregar en los centros docentes, en 
formato papel, las solicitudes durante doce días hábiles más. Pero teniendo en cuenta las especiales 
circunstancias vividas en aquellas semanas por la pandemia, la Consejería de Educación y Deporte 
habilitó una herramienta para aquellas personas que optaran por presentar su solicitud de manera 
telemática durante todo el periodo de suspensión, mediante un procedimiento simplificado para el 
que sólo era necesario contar con el número de DNI y un teléfono móvil, sin perjuicio de que una 
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vez reanudados los plazos se tuviera que acudir a los centros docentes para la presentación de la 
documentación correspondiente, lo que sucedió entre los días 18 de mayo y 1 de junio de 2020.

Después llegó la fase de matriculación, que debía realizarse necesariamente, a la vista de la evolución 
de la pandemia, de manera telemática entre los días 2 y 8 de junio de 2020, actividad que representó 
un auténtico reto para la Administración educativa y para las familias.

Conocimos que, por los problemas técnicos sufridos en los servidores de la Secretaría Virtual de la 
Junta de Andalucía, miles de familias se estaban viendo impedidas de poder matricular a sus hijos 
e hijas en sus respectivos centros docentes. A pesar de que tras detectarse los problemas iniciales 
se procedió a triplicar la capacidad de dichos servidores, el colapso continuaba y miles de usuarios 
dedicaron horas intentando acceder a la matriculación on line sin conseguirlo.

Dado que el plazo de matriculación concluía el 8 de junio, las familias se encontraban desconcertadas 
porque finalizado el mismo no hubieran podido formalizar las matrículas, desconcierto que compartían 
los propios centros docentes, desde donde se aconsejaba acercarse al centro a formalizarla de 
manera presencial, que era precisamente lo que se trataba de evitar como medida para limitar el 
contagio del virus.

Ante estas circunstancias, intervenimos de oficio con el objeto de conocer qué medidas se habían 
adoptado para solventar los problemas técnicos que se estaban produciendo, así como para 
interesamos por si se había planteado la posibilidad de ampliar el plazo en principio establecido, 
puesto que apremiaba el tiempo y los problemas no parecían poderse resolver. 

En respuesta la Consejería de Educación y Deporte comunicó todas las actuaciones realizadas para 
solventar el problema y que ponían de relieve el importante esfuerzo realizado por la Administración 
para hacer posible la matriculación telemática, que requirió la intervención de muchos equipos de 
trabajo, trabajando las 24 horas al día y que se hizo en tiempo récord a pesar del corto periodo de 
tiempo del proceso de matrícula (queja 20/3528). 

Como hemos señalado, el Decreto 21/2020, de 17 de febrero, ha introducido algunas modificaciones 
demandadas por esta Defensoría. Nos referimos al nuevo sistema de gestión de las listas de 
alumnado no admitido en el centro tras la certificación de matriculas (artículo 55.2); una especial 
atención a la escolarización del alumnado con enfermedad grave (artículo 53); flexibilización para la 
escolarización del alumno en casos de prematuridad extrema (artículo 54); prioridad en los procesos 
de escolarización para los descendientes de víctima de terrorismo (artículo 20.4); y posibilidad de 
autorizar la matriculación de los hermanos o hermanas en el centro en el que se haya matriculado uno 
de ellos con necesidades educativas especiales (artículo 33.4).

c) Servicios Educativos complementarios

La declaración del estado de alarma, el confinamiento de toda la población y cierre de los centros 
docentes, supuso que aproximadamente 18.000 usuarios del servicio complementario de 
comedor escolar acogidos al Plan de Solidaridad y Garantía Alimentaria -SYGA-, a través del 
que se proporciona y se garantiza a los menores tres comidas al día, se quedaban sin acceso 
a los alimentos.

Esta nueva situación exigía que se arbitrasen distintas medidas con carácter urgente para que mientras 
durara el confinamiento se pudieran repartir los alimentos a los niños y niñas beneficiarios de este 
Programa, a pesar del cierre de los colegios. Por ello, la Defensoría solicitó de las Administraciones que 
aceleraran todas las gestiones necesarias para el reparto ágil, eficiente y fácil de comida a los niños 
y niñas en exclusión social o en riesgo de padecerla, garantizándoles una adecuada alimentación.

En principio, el alumnado que recibía estos menús ya estaba identificado como en riesgo de exclusión 
social cuando se suspendió el comedor escolar. No obstante, a petición de los servicios sociales, se 
amplió el número de beneficiarios a 1.000 niños y niñas más de los colegios públicos, así como a 
casi 1.900 de los concertados con planes de compensación educativa. Ello suponía que a fecha de 30 
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http://www.defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-las-actuaciones-previstas-ante-los-problemas-telematicos-del-proceso-de

	3 ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA: QUEJAS Y CONSULTAS
	3.1 Quejas
	3.1.2 Temática de las quejas
	3.1.2.2 Derecho a la Educación
	b) Escolarización del alumnado







